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Concepto Proyecto de Ley 172 de 2013. Senado.  “Por el cual se reforman y se adicionan algunas disposiciones a la ley 497 de 1999”.
El mencionado Proyecto de Ley tiene como pretensión hacer modificaciones a la estructura jurídica que rige la figura de los Jueces de Paz en nuestro país.
Consideramos en primer lugar, que el presente proyecto a pesar de sus buenas intenciones, no soluciona de fondo los problemas de la Justicia de Paz, y al contrario los profundiza al fortalecer la dependencia de la misma, con la institucionalidad del Estado y desligarla de su verdadera esencia, la cual no es otra que ser una opción local, alternativa y propia del escenario de la justicia comunitaria.
El gobierno nacional, en cabeza del Señor Presidente Juan Manuel Santos, ha sido consciente de los problemas que aquejan a esta Jurisdicción, por lo que propuso en su momento (abril de 2011), el proyecto de ley 248 de 2011 Senado; el cual, de manera integral y a través de un estudio objetivo de las causas de la crisis de la justicia de paz, proponía una solución de fondo que permita sacar adelante esta figura tan importante para el desarrollo de las políticas de acceso a la justicia, para los sectores más desfavorecidos del país. 
Desafortunadamente, este proyecto no pudo ser, por cuestiones de tiempo, ser tramitado completamente por el legislativo.

El presente proyecto 172 de 2013, está alejado de la intención de una solución integral; pretende solucionar problemas puntuales expresados por algunos operadores, de algunas zonas del país (Risaralda, Norte del Valle y Bogotá), pero no está en capacidad para solucionar los verdaderos problemas de la jurisdicción.

A continuación, presentamos un análisis del articulado del proyecto, comparado con la legislación actual:
	Articulado Original Ley 497 de 1999


	Proyecto de Ley 026 de 2013
	Observación

	Artículo 23. De la solicitud. La competencia del juez de paz para conocer de un asunto en particular iniciará con la solicitud que de común acuerdo le formulen, de manera oral o por escrito, las partes comprometidas en un conflicto. En caso de ser oral, el juez de paz levantará un acta que firmarán las partes en el momento mismo de la solicitud.

Dicha acta deberá contener la identidad de las partes, su domicilio, la descripción de los hechos y la controversia, así como el lugar, fecha y hora para la audiencia de conciliación, que deberá celebrarse en el término que para el efecto señale el juez de paz.

Recibida la solicitud en forma oral o por escrito, el juez la comunicará por una sola vez, por el medio más idóneo, a todas las personas interesadas y a aquellas que se pudieren afectar directa o indirectamente con el acuerdo a que se llegue o con la decisión que se adopte.


	ARTÍCULO 1º. Modifíquese el artículo 23 de la Ley 497 de 1999 así:

Artículo 23. De la solicitud. Las partes interesadas en acudir a la jurisdicción de paz, pueden solicitar la solución del caso concreto conjunta o individualmente.

Cuando la solicitud sea de común acuerdo las partes informaran al juez de paz que seleccionen, de manera oral o por escrito, los límites del conflicto. En caso de ser oral, el juez de paz levantará un acta que firmarán los solicitantes. A partir de ese momento iniciará la competencia del juez de paz para conocer del asunto.

Dicha acta deberá contener la identidad de las partes, su domicilio, la descripción de los hechos y la controversia, así como el lugar, fecha y hora para la audiencia de conciliación, que deberá celebrarse en el término que para el efecto señale el juez de paz.

Cuando la solicitud sea elevada por una sola de las partes en conflicto, esta se presentará en el Consejo Superior de la Judicatura, o en los lugares y ante los funcionarios que esta autoridad precise, como pueden ser los Consejos Seccionales de la Judicatura, y demás lugares con los cuales se logre realizar convenios, tales como personerías y casas de justicia. 

Recibida la petición, se remitirá a la contraparte una invitación para que acuda dentro de los diez días siguientes, expresando los beneficios de acudir a la justicia de paz, advirtiendo de forma expresa que en caso de no acudir, dicho hecho no genera sanción alguna.

Si finalizados los diez días la parte concurre, el funcionario encargado les informará que jueces de paz pueden solucionar el conflicto y le remitirán la información para que asuma la competencia del caso, en caso contrario, se archivará la solicitud.

Recibida la solicitud en forma oral o por escrito, el juez la comunicará por una sola vez, por el medio más idóneo, a todas las personas interesadas y a aquellas que se pudieren afectar directa o indirectamente con el acuerdo a que se llegue o con la decisión que se adopte.
	La modificación atenta en contra de uno de los principales valores de la justicia de paz: El ser una justicia rogada, es decir fruto del consenso de las partes.

Al establecer que sea una sola de las partes la que pueda iniciar la acción ante el juez de paz, le da la posibilidad que el trámite se vuelva más complejo para el aparato jurisdiccional al ponerlo a cargo de las citaciones de la contraparte, proceso que se debe repetir nuevamente cuando llegue donde el Juez de Paz. Esto va en contra de otro de los valores principales de la figura: La celeridad.

Se corre el riesgo, con este tipo de procedimientos, la justicia de paz se convierta en una nueva decepción para los colombianos, que desean ante todo una justicia pronta.

Asimismo, la modificación que se pretende hacer al articulado actual, crea vacios legales innecesarios, al no hacer claridad acerca de que pasa sí la contraparte definitivamente se niega a aceptar, por cualquier motivo, la intervención del Juez de Paz.
Además, al poner al servicio de la Justicia de Paz, a entidades estatales (como el Consejo Superior de la Judicatura, o las Personería) se desvirtúa el carácter alternativo y comunitario de esta figura, y pasa a convertirse en un apéndice del aparato burocrático de la Rama Judicial, con todos los costos que ello acarrea.

	Artículo 24. De la conciliación. La audiencia de conciliación podrá ser privada o pública según lo determine el juez de paz y se realizará en el sitio que éste señale.

Parágrafo. En caso de que el asunto sobre el que verse la controversia que se somete a consideración del juez de paz se refiera a un conflicto comunitario que altere o amenace alterar la convivencia armónica de la comunidad, a la audiencia de conciliación podrán ingresar las personas de la comunidad interesadas en su solución. En tal evento el juez de paz podrá permitir el uso de la palabra a quien así se lo solicite.


	ARTÍCULO 2º. Modifíquese el artículo 24 de la Ley 497 de 1999 así:

Artículo 24. Conciliación. La audiencia de conciliación podrá ser privada o pública según lo determine el Juez de Paz y se realizará en la fecha y lugar que este señale.

Parágrafo 1. El Consejo Superior de la Judicatura con ayuda del Ministerio de Justicia, y de las autoridades de control o administrativas, debe organizar dentro de los seis meses siguientes a la expedición de esta ley, un listado de espacios decorosos en el cual los distintos jueces de paz, en su respectivo distrito, puedan llevar a cabo las conciliaciones, apartando el sitio por turnos y/o días.

Parágrafo 2. En caso de que el asunto sobre el que verse la controversia que se somete a consideración del Juez de Paz se refiera a un conflicto comunitario que altere o amenace alterar la convivencia armónica de la comunidad, a la audiencia de conciliación podrán ingresar las personas de la comunidad interesadas en su solución. En tal evento el Juez de Paz podrá permitir el uso de la palabra a quien así se lo solicite.


	La modificación pretende por vía legal, establecer como regla general, de carácter imperativo, el tema de los “espacios decorosos” cuando eso se sobre entiende, sin necesidad que exista una ley que lo mencione. 

Además, al involucrar dentro de este tema, al Ministerio de Justicia, se desconoce que dentro de visión, misión y funciones de la entidad, no está la de generar este tipo de espacios para los administradores de justicia (como son, en este caso, los jueces de paz). 
Consideramos por lo tanto, que la ley no soluciona el problema que existe con el tema de los espacios de operación de la figura, y pretende generar un carácter institucional (con un espacio institucional) a una figura eminentemente comunitaria y alternativa.
El tema del espacio (así como diversos aspectos relacionados con la logística de la operación de la figura) pueden solucionarse, a través de un Acuerdo de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, y no a través de una nueva ley. 



	Artículo 29. De la sentencia. En caso de fracasar la etapa conciliatoria, el juez de paz así lo declarará. Dentro del término de cinco (5) días proferirá sentencia en equidad, de acuerdo con la evaluación de las pruebas allegadas, la decisión se comunicará a las partes por el medio que se estime más adecuado.

La decisión deberá constar por escrito. De ésta se entregará una copia a cada una de las partes.

Parágrafo. El acta de la audiencia de conciliación en la que conste el acuerdo a que hubieren llegado las partes y la sentencia, tendrán los mismos efectos que las sentencias proferidas por los jueces ordinarios.


	ARTÍCULO 3º.Modifiquese el artículo 29 de la Ley 497 de 1999 así:

Artículo 29. Del fallo y su ejecución. En caso de fracasar la etapa conciliatoria, o de llegarse sólo a una conciliación parcial, el Juez de Paz así lo declarará y, dentro de los diez (10) días siguientes, proferirá el fallo en equidad, de acuerdo con la evaluación de las pruebas allegadas. La decisión se comunicará a las partes por escrito o por el medio que se estime más adecuado. El fallo en equidad deberá constar por escrito.

Parágrafo 1. El acta de la audiencia de conciliación en la que conste el acuerdo a que hubieren llegado las partes y el fallo, tendrán los mismos efectos que las sentencias proferidas por los jueces ordinarios.

A elección de quien fue favorecido en el fallo, el cumplimiento y ejecución, podrá adelantarse ante el Juez de Paz o ante el juez que de conformidad con las reglas generales del procedimiento sea competente.

Parágrafo 2. El Consejo Superior de la Judicatura con ayuda del Ministerio de Justicia, y de las autoridades de control o administrativas, debe organizar dentro de los seis meses siguientes a la expedición de esta ley, un listado de espacios decorosos en el cual los distintos jueces de paz, en su respectivo distrito, puedan llevar a cabo la lectura del fallo, apartando el sitio por turnos y/o días.


	La modificación que se pretende hacer a la Ley actual, en este punto, puede traer graves consecuencias en la legitimación del Juez de Paz, ante su comunidad. No es posible, dado el carácter, la naturaleza y las reales posibilidades de esta jurisdicción especial, que el Juez de Paz ejecute las sentencias. 

Al ser evidente que esa no es su función (ya no sería Juez de Paz, sino Juez de Procesos Ejecutivos), se atenta en contra de la verdadera intención con la cual se pretendió crear esta figura en la Constitución de 1991.

Por otro lado, este artículo del proyecto de ley, insiste en el tema de los espacios, como lo hace con el punto anterior, lo cual consideramos que no encierra, ni de lejos, los verdaderos problemas de la jurisdicción.

	Artículo 31. Archivo y remisión de información. El juez de paz deberá mantener en archivo público copia de las actas y sentencias que profiera. Con todo, la Sala Administrativa del Concejo Seccional de la Judicatura de su jurisdicción o cualquier autoridad administrativa o jurisdiccional podrá solicitar copia de dichas actuaciones cuyo importe estará a cargo de la entidad que lo solicite.
	ARTÍCULO 4º.Modifiquese el artículo 31 de la Ley 497 de 1999 así:

Artículo 31. Archivo y remisión de información. El Juez de Paz deberá, al finalizar sus actuaciones, como una obligación inherente a sus funciones, digitalizar copia de las actas, conciliaciones y fallos que profiera.

Estas actuaciones serán remitidas al Consejo Superior de la Judicatura, o a la persona que esta autoridad determine, con el fin de que sean almacenadas y publicadas en el portal web de la rama judicial.

El archivo físico de los procesos terminados por el Juez de Paz durante su ejercicio, deberá ser custodiado por el juez durante el término de 6 meses, para que durante dicho término el consejo superior de la judicatura pueda determinar la veracidad de lo actuado, finalizado ese periodo podrá hacer buen uso del material.

El Consejo Superior de la Judicatura, deberá reglamentar todo lo atinente

al archivo y remisión de información relacionada con la Justicia de Paz, en los términos señalados en este artículo, tomando en consideración que el portal web debe permitir ubicar el sitio en el que funcionan los distintos jueces de paz; consultar las actuaciones digitalizadas por los jueces de paz; las diferentes actuaciones que se pueden resolver por los jueces de paz; mantener actualizada la doctrina pública y gratuita que sobre la justicia de paz se vaya creando; la reglamentación que se expida para el adecuado funcionamiento de la figura; las distintas convocatorias que realicen los municipios y distritos para inscribir candidatos; publicar las fechas que se hayan previsto para la elección de jueces de paz.


	La modificación que se pretende hacer al articulado actual, es absolutamente inocua, ya que el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa, tiene toda la potestad legal para reglamentar todo lo atiente al archivo del Juez de Paz.

Asimismo, no hace falta una ley, para que el Consejo Superior publique en una página web, la ubicación de los Jueces de Paz. Esto malogra el tiempo precioso de la legislatura en temas que de verdad necesitan ser reglamentados por la vía legal.

Por otro lado, quienes conocemos la realidad de nuestros Jueces de Paz en Colombia, nos preguntamos: ¿Es pertinente obligar, como pretende este artículo, a que los Jueces de Paz, “digitalicen” las copias de sus actas, conciliaciones y fallos? Con que recursos estos operadores van a realizar esta “digitalización”?

	Artículo Nuevo
	ARTÍCULO 5º. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 497 de 1999 así:

Artículo __ (nuevo). Capacitación. Los Jueces de Paz recibirán capacitación en la Entidad educativa que disponga el Consejo Superior de la Judicatura para esos efectos, por lo menos cada 6 meses.

Parágrafo. El Consejo Superior de la Judicatura, velará por que las capacitaciones se realicen en el Distrito Judicial al que pertenece el Municipio o Distrito del Juez de Paz.


	Este articulo, del proyecto de ley, también es inocuo, este tema también puede ser reglamentado (sin desgastar al Congreso de la República), por el Consejo Superior de la Judicatura. Sala Administrativa.

	Artículo Nuevo
	ARTÍCULO 6º. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 497 de 1999 así:

Artículo __ (nuevo). El Consejo Superior de la Judicatura en coordinación

con el Ministerio de Educación, realizará visitas aleatorias a las entidades educativas que en virtud de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 115 de 1994, modificado por la ley 1029 de 2006, se encuentran en la obligación de impartir nociones básicas sobre la jurisdicción de paz.

Si tras la visita, se observa que el incumplimiento de la obligación señalada, se fijará el término de 6 meses para ajustar el pensum académico de manera que se de efectivo cumplimiento a la disposición señalada.

Si vencido el término de 6 meses, la entidad educativa no se allana al acatamiento de la obligación, fuera de las facultades especiales previstas para otras autoridades, el Consejo Superior de la Judicatura podrá imponer una multa económica equivalente a 10 salarios mínimos mensuales vigentes.


	En este punto, consideramos importante, consultar con el Ministerio de Educación, puesto que esto debe ir dentro de un plan integral dirigido a dar a conocer temas relacionados con la justicia y los derechos humanos.

No tiene sentido, que en los establecimientos educativos, se aprenda de la Justicia de Paz, como un tema aislado, desconociendo que esta figura hace parte de la administración de justicia en Colombia, y hace parte del Estado Social de Derecho.

Este es un punto de política educativa que consideramos que debe ser concertado con los actores que se pretende involucrar. Lo anterior, sobre todo el carácter tan impositivo de la norma, y abiertamente inconstitucional, al darle al Consejo Superior de la Judicatura, potestades que no tiene, para “multar” a los establecimientos educativos. Rompiendo de esta manera la división de poderes establecida en nuestra Carta Magna. 

También se hace la pregunta: ¿Puede el Consejo de la Judicatura, sancionar a los colegios que no cumplan con la norma?



	Artículo Nuevo
	ARTÍCULO 7º. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 497 de 1999 así:

Artículo __ (nuevo). Estímulos y Distinciones. El Consejo Superior de la Judicatura por reglamento, creara estímulos y distinciones para los Jueces

de Paz, como los desarrollados en virtud del artículo 155 de la Ley 270 de

1996.


	Este articulo, del proyecto de ley, también es inocuo, este tema también puede ser reglamentado (sin desgastar al Congreso de la República), por el Consejo Superior de la Judicatura. Sala Administrativa. 

Además desconoce otros actores voluntarios de la administración de justicia, (que al contrario de los jueces de paz) si hacen su labor de manera gratuita).



	Artículo Nuevo
	ARTÍCULO 8º. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 497 de 1999 así:

Artículo __ (nuevo). Fondos para la Justicia de Paz. Un diez por ciento (10%) del recaudo obtenido por concepto de Arancel Judicial y de los ingresos que se originen por el cobro de sanciones impuestas en favor de la Rama Judicial, será destinado a satisfacer las necesidades de la Justicia de Paz.


	No se entiende, en este articulo del proyecto de ley, de donde considera que debe destinarse ese recurso a la Justicia de Paz. Se desconocen los estudios que sustenten esta necesidad.

En este punto, como en todos los anteriores, sería conveniente consultar con la Rama Judicial, en especial, con el Consejo Superior de la Judicatura.



	Artículo 34. Control disciplinario. En todo momento el juez de paz y los jueces de paz de reconsideración podrán ser removidos de su cargo por la Sala Disciplinaria del Concejo Seccional de la Judicatura, cuando se compruebe que en el ejercicio de sus funciones ha atentado contra las garantías y derechos fundamentales u observado una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo.
	ARTÍCULO 9º.Modifiquese el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, así:

Artículo 34. Control disciplinario. En todo momento el Juez de Paz y de Reconsideración podrá ser sancionado con amonestación, multa, suspensión o destitución del cargo, o según el caso, por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura respectivo; cuando se compruebe que en el ejercicio de sus funciones ha atentado contra las garantías y derechos fundamentales de las partes u observado una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo.

Las sanciones de amonestación, multa o suspensión se impondrán conforme con los postulados de la Ley 734 de 2002.

Sin embargo, el Juez Disciplinario para la aplicación de la citada ley, tendrá en cuenta durante el trámite del proceso y al momento de la decisión, elespecial perfil del Juez de Paz, la naturaleza de su función y la gratuidad del servicio que presta.


	Este artículo pretende modificar el aspecto del control disciplinario del Juez de Paz, para abrir paso, a que se considere “un perfil especial” del mismo, sin definirlo claramente. 

Eso daría lugar a vacios legales innecesarios y a convertirse en una posible vía de impunidad disciplinaria hacia estos administradores de justicia.

	Artículo Nuevo
	ARTÍCULO 10º. La presente ley rige a partir de su promulgación, y deroga las disposiciones que le sean contrarias.


	Este artículo del proyecto, atenta en contra de elementales normas de técnica legislativa, puesto que las derogatorias tácitas generan controversias innecesarias, y denotan poca rigurosidad a la hora de elaborar los proyectos de ley.




Por último, nos parece indispensable, que en el momento de tramitar este tipo de iniciativas, se consulte de manera especial con la Rama Judicial (a la que pertenece esta Jurisdicción Especial), y en particular con el Consejo Superior de la Judicatura, puesto que sería un error tratar de elevar a rango legal, algunos aspectos que pueden ser reglamentados sin ningún inconveniente por este organismo rector. Además sería importante conocer el punto de vista del mismo, ya que es el Consejo Superior de la Judicatura, quien realmente conoce de cerca, la realidad de la Justicia de Paz en nuestro país.
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